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Capítulo segundo

METODOLOGÍA

La presente investigación de las sentencias de la SCJN posee una 
perspectiva de naturaleza descriptiva y otra cualitativa. Mediante 
la dimensión descriptiva se realiza una exposición de los principa-
les hechos que originaron el litigio, de los argumentos de las partes 
(conceptos de violación y agravios principalmente) y de los razo-
namientos de los tribunales para emitir las sentencias examinadas. 
En la presente investigación, además de examinar los razonamien-
tos de la SCJN, también lo hago de los tribunales colegiados y 
jueces de distrito vinculados a los casos; esto nos permite examinar 
de manera más completa la evolución de los criterios al interior 
del PJF y sus resultados finales contenidos en las sentencias de la 
SCJN; entre los elementos objeto de la descripción destacan de 
manera particular los hechos de la litis y los razonamientos del 
máximo órgano jurisdiccional, ya que estos determinarán la simi-
litud del caso frente a otros.

Ahora bien, la similitud de los casos no es asunto de menor 
importancia, pues de su semejanza depende que las sentencias 
emitidas funcionen como precedente o permitan la aplicación de 
jurisprudencias previamente emitidas; además, autorizan deter-
minar la congruencia de los tribunales respecto de sus sentencias, 
lo cual en última instancia es factor determinante de su legitimi-
dad política. En efecto, los poderes judiciales en general, y los 
tribunales constitucionales en lo particular, son instituciones jurí-
dico-políticas, y, como tales, deben justificarse ante los ciudada-
nos mediante sentencias congruentes en el tiempo, justas, y que 
cumplan con las formalidades del procedimiento. Y una forma 
de legitimación es precisamente la congruencia de sus decisiones, 
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ya que una sociedad bien informada del comportamiento de sus 
tribunales espera que la racionalidad y los argumentos decisivos 
para un caso pueda convertirse en directrices normativas para ca-
sos iguales en el futuro.

La metodología descriptiva de la presente investigación des-
cansa en una teoría judicial, donde la narración y precisión de 
los hechos y razonamientos de los órganos jurisdiccionales son 
importantes para la comprensión de los casos. Ahora bien, pre-
fiero una narración de los hechos breve pero lo suficientemente 
completa, para facilitar al lector la comprensión general de los 
casos; de otra manera, se corre el riesgo de presentarlos de una 
forma esquemática sin la extensión suficiente para su cabal en-
tendimiento. Esto es precisamente lo que sucede en los Cuadernos 
de Jurisprudencia producidos por la SCJN; aunque su valor radica 
en la selección temática y en la identificación de varios casos rele-
vantes, entre sus debilidades se encuentran la escueta manera con 
la cual se exponen sus hechos y razonamientos, lo que impide al 
lector su comprensión.

Para evitar este error, por lo demás muy frecuente en las síntesis 
realizadas por otros tribunales constitucionales latinoamericanos, 
busqué las versiones públicas de las sentencias de todos los casos 
de relevancia. Así, en esta investigación presento los hechos más 
relevantes de una manera detallada y sintetizada, para compren-
der el caso adecuadamente y examinar la evolución de la política 
judicial e institucional. En otras palabras, las síntesis presentadas 
son completas respecto de los hechos y razonamientos como para 
permitir al lector un buen conocimiento del caso sin necesidad de 
remitirse a la fuente primaria, evitando las generalizaciones y es-
quematizaciones superficiales que imposibilitan su comprensión y, 
sobre todo, identificar si nos referimos a casos iguales, lo cual, es 
de la mayor importancia para la aplicación de la jurisprudencia 
por precedente.

Aunque importantes, la narración de los hechos y los razo-
namientos tienen sus propias complicaciones; mientras para los 
primeros se requiere de una acertada identificación de los acon-
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tecimientos decisivos para el nacimiento de la litis, en contraste, 
los razonamientos pueden significar un trabajo más complejo, 
porque se deben identificar los presupuestos racionales utilizados 
por los ministros y rutas lógicas y argumentativas para llegar a 
una decisión; esta investigación también requiere de una confron-
tación contra los textos constitucionales y convencionales donde 
se reconocen los derechos sobre los cuales versan las resoluciones. 
Esta es una investigación donde la técnica jurídica y la pondera-
ción de los argumentos jurídicos relevantes contenidos en la deci-
sión son muy importantes.4

Igualmente compleja es la selección de los criterios para es-
coger los casos. Primeramente, aunque leí y revisé muchos más 
casos resueltos por la SCJN sobre discapacidad de los aquí exami-
nados, sólo seleccioné aquellos donde existieron procedimientos 
judiciales vinculados con la institución de la interdicción y la tute-
la de las PsD, por tratarse de instituciones esenciales para el acce-
so a sus derechos. Fue un hallazgo que todos los casos se referían 
a PsDM o personas con discapacidad mental severa (en adelante 
PDMS), por lo cual en la presente investigación redirigí mi aten-
ción en este grupo poblacional.

Por otra parte, es además indispensable contar con una teoría 
judicial que permita construir criterios para la selección y análisis 
de casos; al respecto, me apoyé en la teoría del precedente judi-
cial de Hans Kelsen, por su claridad y su vigencia no obstante las 
posiciones de sus críticos. Así, según Kelsen, los órganos jurisdic-
cionales, especialmente los tribunales de última instancia, además 
de las normas individualizadas emitidas cuando resuelven casos 
concretos, también pueden producir normas generales, lo cual su-
cede, por ejemplo, cuando crean los denominados precedentes. El 
precedente tiene lugar cuando la solución proporcionada por el 
órgano judicial para un caso concreto es aplicable a casos iguales 
produciendo derecho sustantivo o de fondo. Los precedentes sólo 

4		 Levin, Joel, “The Concept of  the Judicial Decisión”, Case Western Reserve 
Law Review, 1983, vol. 33, núm 2, pp. 209 y 210.
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son obligatorios para casos iguales y, en consecuencia, la deter-
minación de si son iguales adquiere una importancia mayúscula 
y decisiva. Aunque, se podría alegar, ningún caso es exactamente 
igual a otro, el mismo jurista vienés reconoce que los casos nunca 
son exactamente iguales en todos sus aspectos, pues los aconteci-
mientos sociales son irrepetibles. Sin embargo, la igualdad de los 
casos que nos interesan para la producción del precedente con-
siste en su “concordancia con respecto a ciertos puntos esencia-
les”. La pregunta respecto de cuáles son esos elementos esenciales 
sólo puede responderse observando la propia norma general crea-
da con el carácter de precedente, pues allí se describen los hechos 
relevantes productores de la sentencia, es decir, su igualdad o se-
mejanza con los hechos referidos y los razonamientos proporcio-
nados por la jurisdicción, lo cual hará aplicable el precedente a 
otros casos.5 Bajo las consideraciones previas, un precedente es 
vinculante para casos semejantes o donde los hechos sean lo sufi-
cientemente concordantes.

Aplicar un precedente a casos iguales está asociado al princi-
pio de igualdad que debería considerar todo sistema de normas. 
En efecto, uno de los principios de la justicia y del sistema judi-
cial consiste en tratar los casos semejantes de la misma forma. 
En este sentido, para Hart, la justicia se compone de un elemen-
to constante y otro variable. El elemento constante consiste en 
tratar de la misma forma los casos semejantes; en contraste, el 
elemento variable debe establecer las semejanzas y/o diferencias 
significativas en la realización de la justicia, con base en la cual 
hemos de juzgar si algo es o no “justo”. En consecuencia, la jus-
ticia siempre será algo distinto dependiendo del objetivo del juz-
gador al aplicar la norma; sin el elemento variable, considerado 
como parámetro de valoración, la máxima de tratar igual a los 
iguales estaría vacía. Este principio de igualdad es la base de la 
vida social y de la distribución de cargas y beneficios entre los in-
tegrantes de una sociedad específica, y debe ser restituido cuando 

5		  Kelsen, Hans, Teoría pura del derecho, México, UNAM, 1982, p. 259.



DISCAPACIDAD, SALUD MENTAL Y PODER JUDICIAL FEDERAL ... 13

se quebrante.6 En fin, existe una literatura muy amplia respecto a 
la obligatoriedad del precedente en casos similares, pero es imposi-
ble referirme a ella; basta con lo señalado por Kelsen y Hart para 
guiarnos en la presente investigación.7

Ahora bien, regresando a Kelsen, cuando los tribunales pro-
ducen normas generales a través de precedentes, comienzan a 
competir con el órgano Legislativo, y esta situación puede dar ori-
gen a dos tipos de sistemas jurídicos básicos. En el primer tipo, la 
producción de normas jurídicas está plenamente concentrada en 
el órgano Legislativo, que es el único facultado para su produc-
ción; aquí, los tribunales sólo pueden aplicar las normas generales 
a los casos concretos previamente determinados por el Legislativo. 
Estos modelos centralizados son poco flexibles ante las cambiantes 
circunstancias sociales enfrentadas por jueces y tribunales, además 
de requerir en los sistemas democráticos de amplios consensos le-
gislativos para modificar o emitir leyes; sin embargo, los sistemas 
centralizados ofrecen la ventaja de la seguridad jurídica, donde las 
decisiones de los órganos jurisdiccionales son hasta cierto punto 
previsibles, y las partes litigantes cuentan con una relativa orienta-
ción sobre el destino de sus pretensiones.8

En oposición a este sistema se encuentra aquel donde el acto 
legislativo está descentralizado y, en consecuencia, los jueces y tri-
bunales resuelven conforme a su libre interpretación. Este sistema 
se justifica en la tesis de que ningún caso es enteramente semejan-
te a otro, por lo cual la aplicación de esas normas produciría re-
sultados insatisfactorios si los órganos jurisdiccionales se sujetaran 
a estas mismas. Una descentralización radical de la producción 
normativa, aunque sea flexible, carece de seguridad jurídica; en 
consecuencia, en este sistema las partes sujetas a un juicio no pue-
den prever de forma alguna el resultado de las decisiones judiciales 

6		 Hart, H. L. A., El concepto de derecho, en Carrió, Genaro R. (trad.), Buenos 
Aires, Abeledo-Perrot, 1961, pp. 198 y 199.

7	 	Sobre la igualdad en el precedente judicial véase también, Gómora Juá-
rez, Sandra, Un análisis conceptual del precedente judicial, México, IIJ-UNAM, pp. 
139-178.

8	 	Kelsen, Hans, Teoría pura del derecho, pp. 259 y 260.
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donde están inmersos ni saber lo que está prohibido y lo que está 
permitido y sólo experimentarán las consecuencias de la resolu-
ción judicial. Normalmente, este sistema se apoya en la exigencia 
de una mayor flexibilidad en nombre de una justicia presupuesta y 
sumamente difícil de precisar.9

Por otra parte, la literatura académica es extensa en lo rela-
tivo a las formas y métodos para revisar, entender y utilizar las 
sentencias emitidas por los tribunales, sobre la cual es imposible 
extenderme aquí, por razones de espacio y delimitación de nues-
tros objetivos de investigación. Sin embargo, sólo me referiré a los 
valiosos conceptos de ratio decidendi y obiter dicta que me serán de 
utilidad para nuestra tarea de investigación. Ambos conceptos se 
refieren a los razonamientos de autoridad contenidos en las reso-
luciones judiciales; cuándo estos razonamientos de autoridad pro-
vienen de resoluciones históricas, pasadas o simplemente emitidas 
antes de la resolución del caso por resolver (la teoría del preceden-
te), es de la mayor importancia distinguir cuando el argumento de 
autoridad es fuerte (ratio decidendi) y cuándo es débil (obiter dicta).10

Rupert Cross dice que la ratio decidendi de un caso es una regla o 
directriz de derecho implícita o expresa contenida en una decisión 
judicial y considerada como importante por el juez, y valorada 
como indispensable para llegar a su conclusión en la sentencia, 
y siempre dentro de las pautas de razonamiento asumidas por el 
propio juez. Para Goodhart, citando a Halbuty, la ratio decidendi 
es el segmento de una sentencia de un tribunal que es vinculante 
para otros órganos jurisdiccionales de igual o inferior jerarquía, y 
consiste de la enunciación de una razón o principio esencial para 
resolver la controversia en cuestión. En otras palabras, la ratio deci-
dendi es un principio subyacente que se constituye como principio 
de autoridad.11

9		 Ibidem, p. 260.
10		 Ibidem, p. 212.
11	 	Halsbury, Laws of  England, p. 210, en Goodhart, Arthur, citado en “De-

termining the Ratio Decidendi of  a Case”, Yale Law Journal, vol. XL, núm 2, 
diciembre de 1930, p.164.
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Ahora bien, los ministros emiten sus sentencias sobre la base 
de los hechos previamente seleccionados dentro de un conjunto 
muy amplio de acontecimientos que el juzgador considera impor-
tantes pero podrían ser irrelevantes para cualquier otra persona, 
particularmente, para una desconocedora del derecho. En otras 
palabras, los ministros llegan a sus conclusiones fundamentándose 
en unos hechos considerados como relevantes para ellos y no en 
acontecimientos distintos e importantes para otros agentes sociales 
o jurídicos. Así, en la presentación de los casos expondré los he-
chos más relevantes valorados por los jueces, como se desprenden 
de sus fuentes primarias, es decir, de las sentencias.12

Frente a hechos iguales deberíamos encontrar sentencias con 
razonamientos y conclusiones judiciales análogas. En síntesis, la 
parte descriptiva de esta investigación tiene como objetivo prima-
rio la identificación de los hechos más sobresalientes y de los ra-
zonamientos esenciales con base en los cuales los integrantes del 
máximo tribunal produjeron sus sentencias.

Aparte del análisis descriptivo, existe en esta investigación 
una metodología normativa, donde reviso si las decisiones judi-
ciales abonan elementos para un acceso a los derechos humanos 
en condiciones de equidad y justicia. Para las PsD, es de la mayor 
importancia el acceso a los siguientes derechos: de igualdad, de 
no discriminación, de capacidad jurídica, a la integridad física, 
a la vida y a la salud, identificados en los artículos de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), ubi-
cados en el capítulo de derechos humanos, así como en los prin-
cipales tratados en materia de derechos humanos suscritos por el 
Estado mexicano.

Desde luego, para una ponderación sobre el acceso a los de-
rechos en igualdad de condiciones se necesita contar con una 
teoría de la justicia. Aunque este tampoco es el espacio para ha-
cer una exposición sobre las teorías de la justicia, sobre las cuales 
existe una amplia literatura y una vasta discusión filosófica desde 

12		 Goodhart, Arthur, op cit., p. 169.
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Platón y Aristóteles, pasando por Rawls y hasta nuestros días.13 Sin 
ahondar en este tema, y siguiendo en lo esencial a Rawls, el sujeto 
primario de análisis y donde deben imperar los principios de la jus-
ticia es la estructura básica de la sociedad, compuesta por las prin-
cipales instituciones jurídicas, políticas, sociales, económicas y cul-
turales. Así, mi estudio se dirige a observar si en las decisiones de la 
SCJN aplican adecuadamente los principios de equidad y justicia 
en la distribución de derechos y obligaciones entre los integrantes 
de la sociedad, y, en particular, entre las PsD. De esta manera, la 
SCJN es estudiada como una institución básica del entramado ins-
titucional del Estado para observar si distribuye bienes y derechos 
en condiciones de igualdad.14 Esta estructura en lo general, y los 
tribunales en lo particular son responsables de la asignación de de-
rechos y deberes, la cual debería establecer una justa distribución 
de los derechos entre la población de un Estado.15

Asimismo, la presente investigación presupone un marco teó-
rico institucionalista. Por institución se entiende un conjunto de re-
glas formales e informales que definen posiciones, asignan poderes 
e inmunidades y otorgan derechos y deberes en beneficio de los ac-
tores sociales. Estas reglas delimitan conductas permitidas y prohí-
ben otras; además, prevén sanciones y mecanismos de defensa en 
caso de violaciones.16 En consecuencia, las instituciones judiciales, 
como el PJF, se organizan bajo un sistema normativo complejo 
de reglas escritas y no escritas, el cual admite algunas variaciones. 
Dentro de este esquema, una política judicial constituye un subsis-
tema de reglas cuyo fin es regular las acciones institucionales.

Una institución judicial, como la SCJN, puede analizarse 
desde dos perspectivas. En primer lugar, como un objeto abs-
tracto, consistente en un sistema de normas y conductas posibles 

13		 Sobre las teorías de la justicia, véase, Sen, Amartya, The Idea of  Justice, 
Londres, Penguin Books, 2009; Barry, Brian, Teorías de la Justicia, Gedisa, Espa-
ña, 2017.

14		 Rawls, John, A Theory of  Justice, Londres, Oxford University Press, 1994, p. 54.
15	 	Idem.
16		 Ibidem, p 55.
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que conforman un sistema de reglas. En segundo lugar, como la 
realización de conductas específicas manifestadas en un tiempo y 
lugar determinados mediante acciones específicas realizadas por 
sus integrantes y autorizadas por ese sistema.17

En el caso del PJF, su dimensión abstracta se plasma en nor-
mas como la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 
donde se define su estructura y su ubicación dentro del entrama-
do institucional del Estado; asimismo, la dimensión abstracta se 
observa en las reglas procesales que rigen los principales proce-
dimientos y juicios que deben atender, como son las establecidas 
en la Ley de Amparo y en la Ley Reglamentaria de las fracciones 
I y II del artículo 105 constitucional, relativo a las controversias 
constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad.

Ahora bien, el PJF es una institución concreta cuando tiene 
existencia en un lugar y tiempo determinados, cuando se expresa 
en acciones específicas y regulares conforme a las normas escritas 
y no escritas.18 Concretamente, una institución judicial se expre-
sa cuando en un tiempo y lugar determinados los jueces pro-
ducen normas individualizadas mediante sentencias específicas, 
reconocidas públicamente como producidas de conformidad con 
el sistema de reglas generalmente aceptado.19 En otras palabras, 
la institución se manifiesta de manera concreta cuando sus jueces 
emiten sentencias específicas que son reconocidas públicamente 
como legítimas, por ajustarse a las normas establecidas.20

En este sentido, para efectos de esta investigación, el análisis 
de la SCJN se centrará en su dimensión concreta, examinando 
sus comportamientos específicos expresados en las sentencias re-
levantes en casos de amparo en revisión relacionados con disca-
pacidad, interdicción y tutela, dos instituciones históricamente 
reconocidas para el acceso a los derechos de la población con 
discapacidad. Este enfoque permitirá identificar si existe una po-

17		 Idem.
18	 	Idem.
19	 	Idem.
20		 Idem.
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sible política judicial en la distribución de bienes y derechos entre 
las PsD.

Estudiar a la SCJN como institución implica entenderla como 
un sistema de reglas públicas donde los agentes internos y ex-
ternos comprenden las expectativas y responsabilidades que les 
corresponden. Preexiste un acuerdo público sobre esas reglas, di-
señadas para cumplir fines aceptados por todos los participantes. 
Estas normas, diseñadas para cumplir fines comúnmente acepta-
dos, permiten a jueces, magistrados y ministros, conocer los lími-
tes y las posibilidades de su actuación. Así, tal conocimiento esta-
blece una base común para las expectativas entre los integrantes 
de la institución y las personas externas, como son los ciudadanos 
y las partes involucradas en un juicio o procedimiento ante el tri-
bunal.21

Una institución judicial bien estructurada debe garantizar el 
principio de justicia en la asignación de bienes y la distribución 
de derechos y deberes. Si aquella no logra mantener la equidad 
y la justicia, pierde legitimidad frente a los actores sociales que 
activan sus procedimientos y ante la ciudadanía en lo general.

Al respecto, es importante distinguir si una norma particu-
lar o un grupo de estas no satisfacen las condiciones de justicia 
y equidad. Asimismo, debemos diferenciar si la totalidad de la 
institución incumple tales condiciones o solo una parte. Otra po-
sibilidad es que sean satisfechas por una institución determinada, 
pero incumplidas por el resto de las instituciones jurídicas, so-
ciales o económicas relevantes (estructura básica de la sociedad). 
Por otro lado, existe la posibilidad de que una regla o un con-
junto de ellas no satisfagan las condiciones de la justicia, sin ser 
injusta la institución en su conjunto. Igualmente, una institución 
podría ser injusta sin serlo todo el sistema, o bien puede haber 
un sistema sociopolítico injusto, pero con instituciones que no lo 
sean. Así, podemos señalar, la justicia o la injusticia depende de 
la forma de cooperación de las instituciones dentro de la estruc-
tura institucional en su conjunto. En consecuencia, el operar de 

21		 Ibidem, pp. 55 y 56.
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las instituciones judiciales debe observarse según el contexto, el 
cual puede ser más grande o más estrecho.22

Un juez constitucional ideal debería emitir sentencias que ga-
ranticen la distribución equitativa de derechos y deberes, porque 
las personas, al acudir a los tribunales, buscan bienes primarios 
básicos por medio de las cuales desarrollar sus proyectos de vida. 
Estos bienes primarios, como derechos, libertades, oportunida-
des, ingreso y riqueza, son esenciales para la vida en sociedad, y 
dependen de la estructura institucional para su asignación. Una 
mayor cantidad de estos bienes permite a las personas alcanzar 
sus metas con mayor facilidad.23

Aunque los planes de vida individuales son diversos, todos 
requieren bienes primarios básicos para materializarse. Estos 
bienes, como inteligencia, riqueza y oportunidades, incremen-
tan la capacidad de alcanzar objetivos que de otro modo serían 
inalcanzables. En el contexto de esta investigación, se examinará 
si las PsD pueden acceder a los derechos fundamentales, como 
el derecho a la igualdad, a la vida, a la seguridad jurídica, a la 
integridad física, al acceso a la justicia y a la salud, y de esta ma-
nera realizar sus proyectos de vida.24 El análisis se enfocará en la 
distribución de bienes primarios básicos entre las PsD, partiendo 
de la suposición de que el resto de la sociedad no padece una dis-
capacidad o los grupos privilegiados poseen derechos y recursos 
suficientes.25

La asignación de bienes primarios básicos debe entenderse 
como una condición necesaria para garantizar la equidad en la 
sociedad. Las PsD enfrentan barreras específicas que limitan su 
acceso a esos bienes y derechos. Por esta razón, la investigación 
se centrará en evaluar la política judicial desde la cual se han 
atendido estas desigualdades. El objetivo es determinar si las de-

22	 	Idem.
23	 	Ibidem, p. 92.
24		 Ibidem, p. 93.
25	 	Ibidem, pp. 93 y 94.
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cisiones del PJF y, en particular de la SCJN, contribuyeron a re-
ducir las brechas de equidad en este ámbito.26

El cambio institucional y la implementación de políticas 
públicas pueden presentarse de manera abrupta y discontinua 
o, por el contrario, ser gradual y progresiva. Transformaciones 
abruptas o discontinuas ocurren ante eventos severos, como con-
flictos sociales, revoluciones o desastres naturales, que exigen 
ajustes profundos al sistema institucional. En contraste, los cam-
bios graduales reflejan adaptaciones paulatinas a las demandas 
del entorno político, social o natural. Las políticas públicas, al 
igual que las instituciones, pueden desarrollarse rápidamente o 
de forma progresiva, dependiendo de las exigencias sociales y los 
desafíos del contexto.27 Las políticas continuas permiten ajustes 
paulatinos a las necesidades de la población, mientras que las 
abruptas responden a situaciones críticas que demandan trans-
formaciones inmediatas.

Corresponde investigar si la política pública destinada a las 
PsD en lo general y a las personas con discapacidad mental seve-
ra (PsDM) se conformó de manera continua o mediante rupturas 
abruptas. El objetivo es evaluar cómo las decisiones institucio-
nales impactaron en la distribución de bienes primarios básicos 
para estos grupos contribuyendo o no a la equidad social. Así, 
este análisis permitirá comprender si las acciones de la SCJN 
consiguieron avances significativos en el acceso a derechos hu-
manos para las PsD.

Finalmente, la presente metodología no podría estar comple-
ta sin un análisis sobre los orígenes políticos del movimiento de 
las personas con discapacidad y de las políticas multiculturales 
en Occidente que nos permiten contextualizar los orígenes de la 
CDPD y las posteriores decisiones de la SCJN.

26	 	Idem.
27		 Véase North, Douglas, Instituciones, cambio institucional y desempeño económico, 

México, FCE, 2006, pp. 110-136.




